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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACEPTACIÓN DE CARGOS / SEMEJANZAS CON EL PREACUERDO / CONCIERTO PARA DELINQUIR / DELITO AUTÓNOMO / PROCEDENCIA DEL ALLANAMIENTO A DICHO CARGO CON INDEPENDENCIA DE OTROS ILÍCITOS / NO ES NECESARIO, POR LO TANTO, EXIGIR DEVOLUCIÓN DEL INCREMENTO PATRIMONIAL OBTENIDO CON LOS OTROS PRESUNTOS DELITOS / INCIDENCIA DE LA ACEPTACIÓN DE CARGOS EN LA TIPIFICACIÓN DE LOS ILÍCITOS CONSECUENCIALES / PRINCIPIO DE NO CONTRADICCIÓN / DEBER DE ASESORAMIENTO / INCUMBE NO SOLO AL DEFENSOR SINO TAMBIÉN AL FUNCIONARIO JUDICIAL.
… si bien en este asunto no nos encontramos ante una terminación anticipada por la vía del preacuerdo, sino ante una aceptación unilateral a cargos, estima el Tribunal que la naturaleza de ambos institutos es similar, toda vez que con estos se asume la responsabilidad por la ilicitud cometida a cambio de obtener del Estado una retribución que se ve reflejada en la disminución de la pena a imponer. (…)
Respecto a tal aceptación, debe señalar la Corporación que la procesada bien podía en principio y teóricamente haber aceptado de forma parcial los cargos endilgados, porque acorde con los lineamientos jurisprudenciales de ambas cortes -la Constitucional y el órgano de cierre en materia penal-, el delito de concierto para delinquir es un ilícito autónomo que puede concursar con otras conductas ilícitas. (…)
De lo anterior se extrae sin hesitación alguna, que el concierto para delinquir es un ilícito de mera conducta que se consolida sin la necesidad de demostrar la existencia de los ilícitos finales cuya comisión fue acordada; es decir, se incurre en la ilicitud por el solo hecho que entre varias personas exista un acuerdo de voluntades que los lleve a la comisión de actos delictivos determinados o indeterminados…
De allí, repetimos, podría asegurar la Sala que en teoría y en principio no le asiste razón a los planteamientos del a quo al aducir que se vició la voluntad de la procesada al ofrecérsele una disminución de la pena a imponer, por cuanto al parecer en la actividad desarrollada supuestamente por la misma en la comisión del delito de concierto para delinquir obtuvo un provecho económico, y que por ende debía hacer devolución de lo apropiado para ser merecedora de tal diminuente…

Sin embargo, y aquí viene lo sustancial del presente asunto, muy a pesar que las aceptación unilateral de los cargos depende única y exclusivamente de la persona acusada…, en el asunto en ciernes se aprecia algo bien singular, nada diferente a que de los planteamientos ofrecidos por el señor defensor se avizora que de llegar a avalarse dicha admisión parcial de los cargos, tal proceder iría en contravía del PRINCIPIO DE NO CONTRADICCIÓN, y explicamos:

De la información jurídicamente relevante que aportó la Fiscalía, se desprende que la intervención de la señora SMAV en los hechos investigados estuvo encaminada al parecer a recibir dineros en su cuenta de ahorros, los que presuntamente provenían de una actividad ilícita que era desarrollada por una organización delincuencial dedicada a engañar a incautos ciudadanos con la adquisición de vehículos que se encontraban por fuera del comercio.

Siendo así, es decir, de aceptar la procesada estar incursa en la comisión de un delito de concierto para delinquir, ello significaría ni más ni menos tener que admitir que sabía de la procedencia ilícita de los dineros consignados en su cuenta. Y no podrá ser de otra manera como quiera que lo que se sigue al allanamiento es una sentencia de carácter condenatorio que implica autoría en un delito doloso. 

Luego entonces, no podrá luego pretender la defensa, como es lo que afirma hará, irse a juicio con miras a demostrar la supuesta inocencia de su cliente en los punibles de estafa, porque obviamente allí se le enrostrará a la procesada SMAV el tener ya una condena por delito doloso en el concierto para delinquir, con fundamento en lo cual se dirá que era sabedora de la colaboración o contribución que hizo en el ocultamiento de los dineros frutos de esa defraudación a terceros. (…)
Estima la Colegiatura por tanto, que si bien el deber de asesoramiento en principio radica en quien ejerce la defensa técnica, ello no excluye al funcionario judicial, quien al percatarse de una situación como la que acá se plantea, está en el deber de intervenir para procurar que la procesada comprenda en debida forma el contexto de lo planteado, en tanto con tal determinación, como viene de verse, contrario a resultar favorecida en el proceso que por cuerda separada se adelantaría, podría resultar perjudicada, siendo quizá ello una circunstancia que la misma desconoce.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de febrero de dos mil veinte (2020)
  ACTA DE APROBACIÓN No 181
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 28 de 2020. 10:31 a.m.

	Imputado: 
	SMAV

	Cédula de ciudadanía:
	66’753.498 expedida en La Unión (V.)
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	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en febrero 06 de 2020, por medio del cual no se dio viabilidad a la aceptación de cargos. DECRETA NULIDAD. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- De la información contenida en el escrito de acusación, se extrae que luego de labores investigativas desarrolladas por funcionarios de la Sijín, se logró establecer que un grupo de personas se dedicaban a la venta de vehículos y motocicletas que tenían procesos judiciales pendientes -embargos, o con mala importación -remates de la DIAN- o eran hurtados, los cuales por medio de engaños comercializaban con ciudadanos que desconocían el estado de compromiso de esos automotores. Dentro de las referidas actividades se logró identificar la estructura de dicha organización delictiva, que era liderada por DIEGO PAÚL MURILLO RIVERA, y en la que igualmente se identificaron los señores FREDY FABIÁN DONEIS ZAPATA, HAYDER EDUARDO CARABALLO VÁSQUEZ, MARLON STIVEN SANTIBÁÑEZ BLANDÓN y SMAV quien era la esposa del antes mencionado, todos los últimos encargados de recibir dinero de las víctimas. Igualmente se identificó a MISAEL ARANZAZU VELÁSQUEZ quien registro en Cámara de Comercio el establecimiento “JD LOS ÁNGELES parqueadero judicial”, donde promocionaban los rodantes sin contar con autorización del Consejo Seccional de la Judicatura, y donde entregaban publicidad fraudulenta por medio de tarjetas donde se consignaba dirección, razón social y el hombre de JHON HAMILTON LÓPEZ ZAPATA.
1.2.- A consecuencia de lo anterior y una vez adelantados los actos de investigación que permitieron la identificación de los presuntos autores de la ilicitud, la Fiscalía solicitó orden de captura en contra de varios de los indiciados, y luego de haberse hecho efectiva la captura de LUIS ALFONSO HERNÁNDEZ CALDERÓN, HAYDER EDUARDO CARABALLO VÁSQUEZ, MARLON STIVEN SANTIBÁÑEZ BLANDÓN y SMAV, se llevaron a cabo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira (Rda.) las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación, e imposición de media de aseguramiento (febrero 21 de 20129), en la cual se le atribuyó a los antes mencionados en calidad de autores y a título de dolo, la conducta punible de concierto para delinquir en concurso heterogéneo con estafa agravada -artículos 246 inc. 1º, 247 num. 4º y 340 inc. 1º C.P.-, con la circunstancia de agravación del numeral 10 del art. 58 C.P. por obrar en coparticipación criminal, cargos que NO ACEPTARON. El juez se abstuvo de imponerles medida de aseguramiento, y con ocasión de la apelación interpuesta por la Fiscalía el Juzgado Sexto Penal del Circuito la revocó únicamente en relación con el señor LUIS ALFONSO HERNÁNDEZ, a quien se le impuso y por ende se libró captura en su contra. 
1.3.- Posteriormente, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (mayo 24 de 2019) en contra de los referidos coprocesados y el conocimiento se le asignó al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), cuyo titular se declaró impedido para conocer el asunto, a consecuencia de lo cual el proceso pasó a su homólogo del Juzgado Séptimo, autoridad que convocó a la audiencia de formulación de acusación, misma a la que se dio comienzo en octubre 21 de 2019 luego de varios aplazamientos, momento en el que el apoderado de la señora SMAV manifestó que su cliente deseaba aceptar parcialmente los cargos por el delito de concierto para delinquir -art. 340 C.P.-, motivo por el cual la delegada fiscal hizo nuevamente alusión a los hechos jurídicamente relevantes en relación con la incriminación frente a dicha ciudadana, y le informó que en caso de asumir su responsabilidad obtendría una rebaja de hasta el 50% de la pena a imponer. La procesada manifiesta aceptar la autoría en ese específico punible y el juez a quo procedió a verificar que tal aceptación se hubiera realizado de forma libre, voluntaria, y consciente de que sería condenada por los hechos atribuido, sin haber podido dictar fallo en tal ocasión en tanto la Fiscalía no tuvo capacidad de trasladar los elementos probatorios que acreditaran la existencia del ilícito y la posible autoría de la procesada.
1.4.- Convocados los sujetos procesales para conocer el sentido de la decisión (febrero 06 de 2020), señaló el a quo que de conformidad con los cargos imputados a la señora SMAV, se pudo establecer que la misma hacía parte de una organización dedicada a estafar, de lo cual obtuvo un incremento patrimonial por $12´000.000.oo, motivo por el cual no obstante haber aceptado parcialmente cargos por el delito de concierto para delinquir, no puede impartírsele legalidad al estar viciada su voluntad por ofrecérsele una rebaja que no es posible otorgarle.
El funcionario precisó en esa dirección, que como la finalidad del delito de concierto para delinquir era la de estafar, tal aceptación de cargos debía entenderse como un tipo de negociación acorde con lo plasmado por la Sala de Casación Penal en la sentencia 39831 de septiembre 27 de 2017 -caso Nule-, y por ende debería darse aplicación al canon 349 CPP, esto es, que en los delitos donde haya existido incremento patrimonial hay lugar a proceder con la devolución de lo apropiado. De igual modo y aunque el concierto para delinquir no está enmarcado como punible contra el patrimonio económico, si le es aplicable la prohibición del artículo 349 CPP, ya que el acuerdo de voluntades estaba dirigido a realizar estafas para incrementar su patrimonio, sin que se diera la devolución de lo apropiado.

En síntesis, concluyó que para acceder a la rebaja ofrecida la procesada tenía que devolver la mitad de lo que se apropió y garantizar el remanente, lo que no ha sucedido, y al haberse viciado de esa forma la voluntad de SMAV, por el hecho de hacérsele un ofrecimiento que no era procedente, lo procedente era abstenerse de impartir legalidad a dicho allanamiento unilateral de cargos.
Inconforme con la determinación adoptada, la defensa la impugnó.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Considera que es viable la aceptación de cargos al haberse realizado con antelación al acto complejo de acusación, y a su cliente la Fiscalía le imputó en calidad de coautora los delitos de estafa agravada y de concierto para delinquir, a la vez que le ofreció una rebaja de pena de acuerdo con lo señalado el canon 351 C.P.P., dejándose en claro que en este caso se dio una aceptación de cargos parcial por el delito de concierto para delinquir, lo que comporta una rebaja de hasta la mitad de la pena dado que la referida conducta le fue asignada por cuanto le consignaron dineros por parte de algunas víctimas que fueron contactadas por su expareja, persona esta que le pidió prestada su cuenta para recibir algunas sumas, y sin que ninguno de los afectados refiera que ella intervino en la negociación para mostrar, entregar vehículos, ni contactar clientes, porque lo único que hizo fue prestar su cuenta para que se hicieran pagos.

El referido incremento patrimonial de su cliente no existió, ya que aunque aparece una conducta que está objetivamente demostrada, en cuanto a una de sus cuentas de ahorro llegaron unos dineros que le pidió recibir su excompañero, ella actuó de buena fe -lo que se podría discutir en juicio- en ese acto de prestar su cuenta. 
Añade que si bien se alude a un tal incremento, no ha habido aceptación de cargos por estafa y sería allí donde tuviera discusión tal aspecto, ya que aceptó su responsabilidad por concierto para delinquir que es un tipo penal que no involucra el incremento monetario indebido, como si lo exige la estafa.

Estima por consiguiente que la aceptación de cargos es viable.

2.2.- Fiscalía -no recurrente-

Pide se confirme la decisión adoptada por cuanto los hechos endilgados a SMAV fueron los de concierto para delinquir en concurso con estafas agravadas, y ciertamente la finalidad que tuvieron esas personas al concertarse lo fue para obtener un incremento patrimonial no justificado, mismo que en este caso obtuvo la procesada al prestar su cuenta para que se consignaran dineros mal habidos, a consecuencia de lo cual esta conducta no puede deslindarse de las estafas cometidas.  
Añade que existe pronunciamiento de la Corte Suprema posterior a la sentencia 39831 de 2017, por medio del cual se aclara en qué momento se aplica tal pronunciamiento con miras a exigir que haya reintegro de lo apropiado. Y en este asunto la aceptación ocurrió en fecha posterior al fallo de los Nule, motivo por el cual debe aplicarse tal sentencia, con lo cual en el evento de haber aceptación de cargos sin reintegrarse lo apropiado impide la concesión de la rebaja de pena.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a determinar si fue acertada la providencia adoptada por el funcionario de primer nivel en cuanto no le impartió legalidad a la aceptación de cargos parciales que de manera unilateral realizó la señora SMAV, por la conducta de concierto para delinquir, en cuyo caso se impondrá su aprobación; o si, por el contrario, le asiste razón a la defensa impugnante y debe proceder el a quo a aprobar tal asentimiento y dictar el fallo respectivo.
3.3.- Solución a la controversia

De lo discurrido en el trámite que se adelanta en contra de la señora SMAV, se advierte que con antelación a realizarse la audiencia de formulación de acusación la misma manifestó su intención de aceptar parcialmente los cargos en cuanto hace únicamente con el ilícito de concierto para delinquir, como así lo hizo, sin que el a quo le impartiera legalidad al considerar que existió un vicio en el consentimiento de la procesada, por cuanto se le ofreció un descuento de hasta el 50% de la pena, situación que en este caso no operaba por cuanto la finalidad de tal delito era cometer estafas y ello incrementó su patrimonio. De ese modo, para accederse a tal rebaja, en consonancia con el canon 349 CPP, debía hacer devolución del 50% de lo apropiado y garantizar el pago de lo restante, lo que aún no ha hecho. Todo lo dicho, de conformidad con lo señalado por la Sala de Casación Penal en la sentencia con radicado 39831 de 2017.

Con miras a dilucidar el caso objeto de estudio, debemos partir por decir, que si bien en este asunto no nos encontramos ante una terminación anticipada por la vía del preacuerdo, sino ante una aceptación unilateral a cargos, estima el Tribunal que la naturaleza de ambos institutos es similar, toda vez que con estos se asume la responsabilidad por la ilicitud cometida a cambio de obtener del Estado una retribución que se ve reflejada en la disminución de la pena a imponer. 
Y aunque la postura de la Sala de Casación Penal no ha sido del todo pacífica frente a este singular tema, con ocasión de la sentencia dictada por esa Alta Corporación en el proceso seguido contra los hermanos NULE, se dijo lo siguiente:

“[…] como resultado de reestudiar el tema, la Sala concluye que indudablemente el allanamiento a cargos constituye una de las modalidades de los acuerdos bilaterales entre fiscalía e imputado para aceptar responsabilidad penal con miras a obtener beneficios punitivos a los que no podría acceder si el juicio termina por el cauce ordinario, y que en tal medida resulta aplicable para su aprobación el cumplimiento de las exigencias previstas por el artículo 349 de la ley 906 de 2004.

Pese a los esfuerzos realizados en orden a atribuirle naturaleza y efectos diversos, esta Sala es del criterio que no solamente por encontrarse la figura del allanamiento a cargos dentro del Libro III, Título II del Código de Procedimiento Penal de 2004 bajo el rótulo de «Preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado», sino porque es la propia ley (artículo 351 de la Ley 906 de 2004), la que establece que el «acuerdo» de aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, necesariamente debe consignarse en el escrito de acusación que la Fiscalía ha de presentar ante el Juez de Conocimiento, sin el cual dicho funcionario no adquiere competencia para emitir fallo de mérito, y que éste sea congruente con los términos de la acusación, es otra de las razones por las cuales debe concluirse que el allanamiento a cargos constituye una  modalidad de los acuerdos que Fiscalía e imputado o acusado pueden celebrar para cuya aprobación por el juez de control de garantías o el de conocimiento se requiere el cumplimiento íntegro de los presupuestos exigidos por el ordenamiento para conferirle validez y eficacia procesal y sustancial, incluidas las exigencias de que trata el artículo 349 de la Ley 906 de 2004” 
.  -negrillas y subrayado de la Sala-

En una más reciente decisión la Alta Corporación
 reitero tal postura y para el efecto indicó:

“Conviene precisar -así se precave la duda de una mirada meramente literal- que el mencionado inciso 3º del artículo 327 se refiere al principio de oportunidad “y los preacuerdos de los posibles imputados o acusados y la fiscalía”, pero no puede perderse de vista -como en sus propios términos lo ha sostenido la Sala de Casación Penal (CSJ SP, 27 sep. 2O17, Rad 39831)- que la denominada “aceptación unilateral de cargos” no es algo tan diferente al preacuerdo para el efecto indicado en la norma, pues la bilateralidad surge de una manifestación imputativa que hace la Fiscalía y de la aceptación con la cual responde el procesado, de modo que, lógicamente, sin imputación concreta de hechos jurídicamente relevantes por parte del órgano de persecución penal, obviamente no puede haber aceptación a cargos, así la dinámica en estos casos no haya estado precedida de conversaciones previas”. -negrillas de la Sala-

Precisamente, esa posición jurisprudencial dio lugar a que el a quo estimara, en consonancia con lo sostenido por la fiscal como no recurrente, que en este caso no podía aceptarse tal allanamiento unilateral a cargos al haberse obtenido por parte de la procesada un incremento patrimonial en aproximadamente $12´500.000.oo, tal cual se sostuvo en la audiencia de formulación de imputación, toda vez que a su cuenta de ahorros le fue consignada tal suma. Y fue precisamente esa situación la que llevó a la señora SMAV a aceptar cargos por concierto para delinquir, con fundamento en que según la información entregada por el ente acusador el origen de dichos dineros se debió a la actividad engañosa que se desarrolló por un grupo de personas que negociaban vehículos que por uno u otro motivo se encontraban fuera del comercio.

Respecto a tal aceptación, debe señalar la Corporación que la procesada bien podía en principio y teóricamente haber aceptado de forma parcial los cargos endilgados, porque acorde con los lineamientos jurisprudenciales de ambas cortes -la Constitucional y el órgano de cierre en materia penal-, el delito de concierto para delinquir es un ilícito autónomo que puede concursar con otras conductas ilícitas. 
Sobre el particular, de vieja data la Corte Constitucional indicó en sentencia C-241/97:

“[…] El concierto para delinquir en términos generales se define como la celebración, por parte de dos o más personas de un convenio, de un pacto, cuya finalidad trasciende el mero acuerdo para la comisión de un determinado delito, se trata de la organización de dichas personas en una societas sceleris, con el objeto de asumir con proyección hacia el futuro la actividad delictiva como su negocio, como su empresa, la cual, valga aclararlo, dado su objeto ilícito se aparta de los postulados del artículo 333 de la Carta Política que la reivindica y protege; lo anterior significa que no existe acuerdo previo entre sus miembros sobre los delitos específicos que cometerán, como tampoco sobre el momento, el lugar o las personas o bienes que se afectarán, si sobre lo que será su actividad principal: delinquir…”
[…]

Se trata de un delito autónomo, dado que es viable que en razón de esa asociación se cometan múltiples delitos (porte de armas, reclutamiento ilícito, torturas, desplazamientos y desapariciones forzadas entre otros), con los cuales concursaría real y materialmente, como lo viene corroborando la jurisprudencia […]”
Y la Sala de Casación Penal en CSJ SP, 23 sept. 2003, rad. 19.712, en punto de tal situación también expresó:

“Ahora si las personas concertadas deciden y ejecutan delitos concretos en circunstancias de modo, tiempo y lugar en los cuales se involucran víctimas, el concierto para delinquir como delito autónomo concurre con las demás conductas punibles que se llevan a cabo. “En otras palabras bien puede existir el concierto para delinquir sin necesidad de que se realicen otras conductas punibles, por ello su autonomía; o ejecutarse por quienes conforman el concierto otros delitos los cuales concurrirán con el primero. En uno y otro caso, la forma de intervención se estudiara respecto de cada delito” -negrillas de la Sala-

De igual forma, esa misma Alta Corporación
 frente a la aludida ilicitud agregó: “El delito de concierto para delinquir se estructura cuando varias personas se asocian con el fin de cometer ilícitos, bien de carácter homogéneo, en cuyo caso los asociados se unen para perpetrar un determinado tipo de ilícitos, verbigracia, únicamente homicidios, únicamente hurtos o únicamente tráfico de narcóticos; o de carácter heterogéneo, cuando el acuerdo tiene por objeto ejecutar cualquier tipo de delitos, sin importar su naturaleza”. Así mismo precisó sus elementos configurantes: “Condición esencial para la configuración de esta especie delictiva es, por tanto, la creación de una asociación u organización para violar la ley penal, estructura que presupone, a su vez, la confluencia de varios elementos, (i) un número plural de personas, (ii) un acuerdo de voluntades que convoque a los asociados alrededor del mismo fin, y (iii) la proyección de la organización en el tiempo con carácter de permanencia.” -negrillas de la Sala-
De lo anterior se extrae sin hesitación alguna, que el concierto para delinquir es un ilícito de mera conducta que se consolida sin la necesidad de demostrar la existencia de los ilícitos finales cuya comisión fue acordada; es decir, se incurre en la ilicitud por el solo hecho que entre varias personas exista un acuerdo de voluntades que los lleve a la comisión de actos delictivos determinados o indeterminados, lo que debe hacerse de manera continua y permanente a efectos de consolidar ese designio común para ejecutar actividades contrarias a derecho, todo lo cual se mantendrá vigente mientras tal organización subsista.

No se está por tanto ante eventos inexorablemente ligados, como por ejemplo: (i) no se puede condenar por receptación si previamente no se demuestra el hurto; o (ii) no se puede condenar a alguien como cómplice, cuando ha sido absuelto el autor. Ello, repetimos, en cuanto es perfectamente factible que la aquí procesada pueda ser condenada por concierto para delinquir, sin que necesariamente se le condene por estafa.
De allí, repetimos, podría asegurar la Sala que en teoría y en principio no le asiste razón a los planteamientos del a quo al aducir que se vició la voluntad de la procesada al ofrecérsele una disminución de la pena a imponer, por cuanto al parecer en la actividad desarrollada supuestamente por la misma en la comisión del delito de concierto para delinquir obtuvo un provecho económico, y que por ende debía hacer devolución de lo apropiado para ser merecedora de tal diminuente. Ni tampoco lo referido por la delegada fiscal, quien aduce que tales ilícitos no podían desligarse por cuanto el fin buscado era el obtener un incremento patrimonial, toda vez que como viene de verse, tanto el uno como el otro son conductas autónomas y ello per se le permitía a la señora SMAV aceptar de forma PARCIAL los cargos endilgados como lo propuso la defensa.
Sin embargo, y aquí viene lo sustancial del presente asunto, muy a pesar que las aceptación unilateral de los cargos depende única y exclusivamente de la persona acusada, como quiera que es ella quién soportará los rigores de la pena, en el asunto en ciernes se aprecia algo bien singular, nada diferente a que de los planteamientos ofrecidos por el señor defensor se avizora que de llegar a avalarse dicha admisión parcial de los cargos, tal proceder iría en contravía del PRINCIPIO DE NO CONTRADICCIÓN, y explicamos:

De la información jurídicamente relevante que aportó la Fiscalía, se desprende que la intervención de la señora SMAV en los hechos investigados estuvo encaminada al parecer a recibir dineros en su cuenta de ahorros, los que presuntamente provenían de una actividad ilícita que era desarrollada por una organización delincuencial dedicada a engañar a incautos ciudadanos con la adquisición de vehículos que se encontraban por fuera del comercio.

Siendo así, es decir, de aceptar la procesada estar incursa en la comisión de un delito de concierto para delinquir, ello significaría ni más ni menos tener que admitir que sabía de la procedencia ilícita de los dineros consignados en su cuenta. Y no podrá ser de otra manera como quiera que lo que se sigue al allanamiento es una sentencia de carácter condenatorio que implica autoría en un delito doloso. 

Luego entonces, no podrá luego pretender la defensa, como es lo que afirma hará, irse a juicio con miras a demostrar la supuesta inocencia de su cliente en los punibles de estafa, porque obviamente allí se le enrostrará a la procesada SMAV el tener ya una condena por delito doloso en el concierto para delinquir, con fundamento en lo cual se dirá que era sabedora de la colaboración o contribución que hizo en el ocultamiento de los dineros frutos de esa defraudación a terceros. Como quien dice, palabras más palabras menos, que la sentencia fruto del presente allanamiento se constituirá posteriormente, quiérase o no, en un eslabón esencial al momento de definir probatoriamente lo relativo a su responsabilidad en los delitos de estafa concursantes.
Y el interrogante que surge de todo ello es el siguiente: ¿puede prestarse la judicatura para finiquitar un trámite en tan particulares condiciones, a sabiendas que el propósito defensivo que se expone en el recurso redundará inequívocamente en algo indeseable para la procesada? 
Podría pensarse prima facie que en ello no hay inconveniente alguno en cuanto cada acusado es libre de proceder como quiera, es decir, que basta tener presente la admisión de los cargos y que la misma sea voluntaria y libre a efectos de rematar el trámite con un fallo de condena; empero, a ello se debe agregar que dicho consentimiento debe ser DEBIDAMENTE INFORMADO, lo cual no se suple simple y llanamente con el hecho de que la procesada esté orientada por un profesional del derecho, sino que de manera real y efectiva el proceder no conlleve una afectación desmedida, incluso más allá de lo que se espera, como ha quedado indicado. 

Nótese en síntesis, que la negación de este allanamiento PARCIAL de los cargos, a juicio del Tribunal, no es propiamente por un indebido consentimiento ante el ofrecimiento de un descuento punitivo que no podrá darse por el no pago del 50% y la garantía del remanente, sino más bien por un consentimiento que no está debidamente informado, como quiera que, con ese allanamiento a los cargos la acusada no solo será condenada por el delito de concierto para delinquir, que repetimos formalmente podría ser en cuanto se trata de un delito autónomo e independiente, sino que, en clave probatoria, ya tendría una cuota importante de condena en los delitos de estafa que no está admitiendo, dado que lo que se le reprocha por el ente acusador es haber permitido que se consignara en su cuenta un dinero fruto de esas ilicitudes, justamente por una organización de la que está admitiendo ser parte. 

Lo llamativo de este asunto es que cuando se esperaba que el letrado que asiste los intereses de la procesada iba a esgrimir argumentos de disenso frente a la negativa del a quo de avalar tal allanamiento por el no reintegro del incremento patrimonial que obtuvo su cliente, el profesional expuso una tesis que fue más allá de tal situación, al punto de señalar que tal incremento sería objeto de debate en el juicio por la conducta de estafa agravada, donde se acreditaría que su cliente “actuó de buena fe”, en tanto lo único que hizo fue prestarle la cuenta de ahorros a su expareja y padre de su hijo, “sin haber tenido injerencia alguna en las negociaciones con los referidos vehículos, o realizado contacto con los presuntos clientes”. Y con ello, lo que en otras palabras quiso decir el letrado es que su defendida “no tiene compromiso alguno en el ilícito”, como situación que genera el citado CONTRASENTIDO al cual hemos hecho alusión en los párrafos precedentes.
Tal planteamiento en criterio de la Corporación, así se quisiera respetar a toda costa la postura defensiva, desborda las reglas de la lógica, al no entenderse cómo podría argumentar el profesional del derecho en aquel proceso que por cuerda separada se surta en contra de SMAV, que esta es completamente ajena a la realización de las estafas, esto es, que no sabía de su comisión al haber obrado de buena fe al facilitarle a su expareja su cuenta de ahorros para que allí se depositaran unos dineros, cuya procedencia desconocía -como al parecer es lo que pretende probar con su teoría del caso-, cuando previo a ello la aquí procesada, bajo asesoramiento de su abogado, ya decidió de manera libre y voluntaria aceptar cargos por el delito de concierto para delinquir, el cual se originó precisamente por su presunta concertación con una organización delictiva cuyo fin era nada menos que estafar a personas por medio de artificios o engaños en la comercialización de vehículos.

Estima la Colegiatura por tanto, que si bien el deber de asesoramiento en principio radica en quien ejerce la defensa técnica, ello no excluye al funcionario judicial, quien al percatarse de una situación como la que acá se plantea, está en el deber de intervenir para procurar que la procesada comprenda en debida forma el contexto de lo planteado, en tanto con tal determinación, como viene de verse, contrario a resultar favorecida en el proceso que por cuerda separada se adelantaría, podría resultar perjudicada, siendo quizá ello una circunstancia que la misma desconoce. 

Por todo lo anterior y en aras de garantizarle a la acusada SMAV el debido proceso, la Sala considera que el único remedio que puede adoptarse en este asunto no es otro distinto que el de la nulidad de la audiencia llevada a cabo en octubre 21 de 2019, a partir del momento en que por parte del a quo se procedió a interrogar a la procesada acerca de si su manifestación de allanamiento parcial y unilateral a cargos por concierto para delinquir fue libre, voluntaria y consciente, pero ante todo DEBIDAMENTE ILUSTRADA, para que una vez se reanude la audiencia y previo el asesoramiento que a ello hubiere lugar -conforme con lo señalado en el cuerpo motivo de esta providencia-, se le pongan de presentes TODAS LAS CONSECUENCIAS que acarrea la admisión parcial de estos cargos y se le indague si aun así persiste en tal aceptación o desiste de ella. De ser lo primero, esto es, de persistir en el allanamiento parcial de esos cargos por el concierto para delinquir, no le quedará alternativa distinta a la judicatura que adoptar el fallo pertinente; contrario sensu, es decir, de expresar su negativa y desistir, se deberá continuar con el trámite del proceso bajo una misma cuerda sin lugar al rompimiento de la unidad procesal, para que sea en juicio donde se determine si en verdad le asiste o no responsabilidad a la acusada respecto de ambos ilícitos conjuntamente atribuidos. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, DECRETA LA NULIDAD de la audiencia desarrollada en este asunto en octubre 21 de 2019, más concretamente a partir del momento en que por parte del a quo se interrogó a la procesada SMAV, para que se le ilustre acerca de todas las posibles consecuencias que de allí se derivan, y a partir de ese momento decida de manera consciente si persiste o desiste de ese propósito con pleno conocimiento de causa, acorde con lo explicado en el cuerpo motivo de esta decisión.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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